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Contestación demanda radicado No. 76147333300320210018600

LIBARDO MORALES VALENCIA <limoval14@hotmail.com>
Jue 04/11/2021 16:22
Para:  Juzgado 03 Administrativo - Valle Del Cauca - Cartago <j03admcartago@cendoj.ramajudicial.gov.co>;
abogvictormanuel@gmail.com <abogvictormanuel@gmail.com>; Jacqueline Timana Villa <jtimana@procuraduria.gov.co>;
procesosdas@defensajuridica.gov.co <procesosdas@defensajuridica.gov.co>; procesosnacionales@defensajuridica.gov.co
<procesosnacionales@defensajuridica.gov.co>

 
Cartago Valle, noviembre 4 de 2021
 
Señores
JUZGADO TERCERO ADMINISTRATIVO
DEL CIRCUITO DE CARTAGO VALLE
Email: j03admcartago@cendoj.ramajudicial.gov.c
E.S.D.
 
ASUNTO:                        CONTESTACION DEMANDA
MEDIO DE CONTROL:    NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO.
DEMANDANTE:              NELSON GRANADA GUTIERREZ
DEMANDADO:                MUNICIPIO DE ALCALA VALLE DEL CAUCA
RADICADO:                   76-147-33-33-003-2021-00186-00
 
 
Cordial saludo;
 
Adjunto por medio de la presente  oficio que contiene  CONTESTACIÓN  A
LA DEMANDA, PRUEBAS Y ANEXOS dentro del proceso de la referencia y radicación.
Documentación que se radica encontrándose la demanda en término procesal
oportuno para ello.
 
Así mismo manifestamos la integralidad del documento y que las firmas corresponden
a la estampada a  nuestro puño y letra que ha sido la usada en todos los memoriales
que hemos suscrito ante ese despacho, manifestación que hacemos bajo la
gravedad de juramento, los suscritos LIBARDO MORALES VALENCIA y TOBIAS TORRES de
condiciones civiles y profesionales ya conocidas.
 
De manera atenta y respetuosa solicito me indique "acuso recibido"
 
 
 
Atentamente, 
 
 
LIBARDO MORALES VALENCIA
ABOGADO
CELULAR: 317 5151202
CORREO ELECTRONICO: limoval14@hotmail.com / limoval14@gmail.com
DIRECCION POSTAL: Calle 11 No. 5-29, Edificio Banco de Occidente, oficina 304
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La información transmitida en este correo, así como cualquier archivo adjunto,
tiene carácter privado y confidencial. Su reenvió total, parcial o el uso de
la información allí contenida esta totalmente prohibida y es castigada por la ley
actual; a no ser que sea autorizada expresamente por el autor del correo. Si
por algún motivo este correo llego por error a su buzón por
favor elimínelo y comuníquelo a su autor.
 

 
 
Enviado desde Correo para Windows
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Cartago Valle, noviembre 4 de 2021 

 
Señores 
JUZGADO TERCERO ADMINISTRATIVO 
DEL CIRCUITO DE CARTAGO VALLE 
Email: j03admcartago@cendoj.ramajudicial.gov.c 
E.S.D. 
 
ASUNTO:   CONTESTACION DEMANDA 
MEDIO DE CONTROL:  NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL 

DERECHO. 
DEMANDANTE:  NELSON GRANADA GUTIERREZ 
DEMANDADO:  MUNICIPIO DE ALCALA VALLE DEL CAUCA 
RADICADO:   76-147-33-33-003-2021-00186-00 
 

Los suscritos TOBIAS TORRES MEJIA, ciudadano colombiano, mayor, 
vecino, residente y domiciliado en Cartago Valle, identificado con la 

cedula de ciudadanía numero 16.212.331 expedida en Cartago Valle, 
abogado en ejercicio portador de la Tarjeta Profesional No.72.833 del 
Consejo Superior de la Judicatura, actuando como apoderado principal 

y LIBARDO MORALES VALENCIA, también mayor, vecino, residente y 
domiciliado en Cartago Valle, identificado con la cedula de ciudadanía 
numero 16.203.211 expedida en Cartago Valle, abogado en ejercicio 

portador de la Tarjeta Profesional No.102067 otorgada por el Consejo 
Superior de la Judicatura, actuando como abogado suplente, conforme 

a PODER ESPECIAL AMPLIO Y SUFICIENTE, legal y debidamente 
otorgado por la Doctora GLORIA ESTELLA RAIGOZA LONDOÑO, 
ciudadana colombiana, mayor, vecina, residente y domiciliada en el 

municipio de Alcalá Valle del Cauca, identificada con la cedula de 
ciudadanía numero 29.137.494 expedida en Alcalá Valle, obrando en 

representación del Municipio de Alcalá Valle, en calidad de Alcaldesa 
Municipal, elegida popularmente para el periodo 2020-2023 y 
debidamente posesionada, tal como consta en el Acta No. 001 de fecha 

29 de diciembre de 2.019, protocolizada en la Notaria Única del Círculo 
de Alcalá Valle, para defender los intereses del municipio, contestar la 
demanda instaurada ante su Despacho en el ejercicio de la defensa 

técnica, me permito dentro del término del traslado de la demanda 
propuesta por el señor, NELSON GRANADA GUTIERREZ, a través de 

su apoderado judicial VICTOR MANUEL CALDERON VARGAS; darle 
Contestación a la Demanda oponiéndome a todas y cada una de las 
Pretensiones, Declaraciones y Condenas solicitadas en virtud del Medio 

de Control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho, que  pretende la 
declaratoria de LA NULIDAD DEL DECRETO No. 00001 DEL (04) DE 
ENERO DE 2021 “POR EL CUAL SE ESTABLECE LA PLANTA DE 

PERSONAL DEL SECTOR CENTRAL DE LA ALCALDÍA MUNICIPAL DE 
ALCALÁ, VALLE DEL CAUCA Y LA RESOLUCIÓN No. 00021 DEL 26 

DE ENERO DE 2021, POR MEDIO DE LA CUAL SE SUPRIME UN 
CARGO DENTRO DE LA PLANTA DE PERSONAL DE LA 
ADMINISTRACIÓN MUNICIPAL DE ALCALÁ VALLE DEL CAUCA, que 

ORDENO RETIRAR AL ACTOR DEL CARGO DE SECRETARIO CÓDIGO 
440 GRADO 02”.  
 
Por lo anterior y conforme a las excepciones o defensas que propondré 
en el acápite respectivo, es que considero no se deben declarar nulos 

los actos administrativos atacados por el medio de control propuesto, 
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como tampoco ordenar a Título de Restablecimiento del Derecho, el 
reintegro del actor al cargo que manifiesta venía desempeñando u otro 

empleo de superior categoría, de funciones y requisitos afines para su 
ejercicio, con retroactividad al día 26 de enero de 2.021.  
 

Como defensas en este proceso, presentare para la exoneración de mi 
cliente, frente a las pretensiones propuestas por la demandante, me 
permito proponer las siguientes excepciones de mérito que denominaré: 

APLICABILIDAD POR LEGALIDAD DEL ACTO ADMINISTRATIVO 
ATACADO POR NULIDAD; CARENCIA DEL OBJETO;  INEXISTENCIA 

DEL CARGO POR MODERNIZACION INSTITUCIONAL; COBRO DE LO 
NO DEBIDO;  VALIDEZ DE LA DESVINCULACION DEL EMPLEADO 
PUBLICO EN EL EMPLEO DE LIBRE NOMBRAMIENTO Y REMOCION; 

PROHIBICION LEGAL DE LOS EMPLEADOS PUBLICOS DE 
NEGOCIAR PLIEGO DE PETICIONES;  INEXISTENCIA DEL FUERO 
CIRCUNSTANCIAL; INEPTA DEMANDA; BUENA FE Y LA INNOMINADA 

QUE RESULTE PROBADA.  
 

CAPITULO I 
LO QUE SE DEMANDA, PRETENSIONES, CONDENAS Y 

SANCIONES QUE SE SOLICITAN 
 

A través del medio de control de legalidad se solicita al Despacho, 
declarar la Nulidad de los siguientes Actos Administrativos:  

 
1) Decreto No. 00001 del cuatro (04) de enero de 2021, por el cual se 

establece la planta de personal del sector central de la Alcaldía 

Municipal de Alcalá, Valle del Cauca, suscrito por el Alcalde 
Municipal de Alcalá Valle del Cauca  

 
2) Resolución No. 00021 del 26 de enero de 2021 Por Medio del Cual 

Se Suprime Un Cargo Dentro de la Planta de Personal de la 

Administración Municipal de Alcalá Valle Cauca; mediante la cual 
se declaró el retiro del nombramiento del señor NELSON GRANADA 
GUTIERREZ, en el cargo de SECRETARIO CÓDIGO 440 GRADO 02. 

 
Respecto de las Condenas:  

 
1) A título de restablecimiento del derecho se ordene que la Alcaldía 

Municipal de Alcalá, reintegre al actor al cargo que venía 

desempeñando, o a otro empleo de superior categoría, de funciones 
y requisitos afines para su ejercicio, con retroactividad al día 26 de 

enero de 2021. 
 
1. Que, como consecuencia de las anteriores declaraciones, se condene 

al Municipio de Alcalá a reconocer y pagar al actor, o a quien 
represente sus derechos, todas las sumas correspondientes a: 
Sueldos. Primas. Bonificaciones, Vacaciones y demás emolumentos 

dejados de percibir, inherentes a su cargo, con retroactividad a la 
fecha de la declaratoria de insubsistencia, hasta cuando sea 

reincorporado al servicio, incluyendo el valor de los aumentos que 
se hubieren decretado con posterioridad al retiro. 
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2) Que la CONDENA respectiva será actualizada de conformidad con 
lo previsto en el artículo 187 del C.P.A.C.A., aplicando los ajustes de 

valor (indexación) desde la fecha de la desvinculación hasta la fecha 
de ejecutoria de la sentencia que le ponga fin al proceso. 

 

Respecto de las Pretensiones: 
  
a) Se disponga que para todos los efectos legales que no hubo solución 

de continuidad en la prestación de los servicios por el actor, desde 
cuando fue desvinculado hasta cuando sea efectivamente 

reintegrado. 
b) Que si no se efectúa el pago en forma oportuna, la entidad liquidará 

los intereses comerciales y moratorios como lo ordena el Código 

General del Proceso 
 

CAPITULO II 
PARTES 

 
Son partes según lo ha determinado el demandante las siguientes: 

 
LEGITIMADOS POR ACTIVA: 

 

DEMANDANTE: NELSON GRANADA GUTIERREZ, Ciudadano 
Colombiano, mayor, vecino, residente, domiciliado en Alcalá Valle,  

identificado con cedula de ciudadanía No. 6.110.349 expedida en Alcalá 
Valle del Cauca, quien actúa a través de apoderado. 
 

APODERADO: VICTOR MANUEL CALDERON VARGAS, Ciudadano 
Colombiano, mayor, vecino, residente, domiciliado en Alcalá Valle,  

identificado con cedula de ciudadanía No. 1.114.400.882 expedida en 
Alcalá Valle del Cauca, Abogado,  portador de la Tarjeta Profesional No. 
292099 expedida por el C.S. de la Judicatura; con dirección de 

notificaciones en la Carrera 8° No. 6B-11 de Alcalá Valle, Celular 
322.402.0338, Email: abogvictormanuel@gmail.com 
 

LEGITIMADOS POR PASIVA: 
 

DEMANDADO: El municipio de Alcalá Valle del Cauca ente territorial 
representado por la Doctora GLORIA RAIGOZA LONDOÑO, ciudadana 
colombiana, mayor, vecina, residente y domiciliada en este municipio, 

identificada con la cedula de ciudadanía numero 29.137.494 expedida 
en Alcalá Valle, en calidad de Alcaldesa Municipal, elegida 

popularmente para el ´periodo 2020-2023 y debidamente posesionada, 
tal como consta en el Acta No. 001 de fecha 29 de diciembre de 2.019, 
protocolizada en la Notaria Única del Circulo de Alcalá Valle. 

 
APODERADOS: 
 

TOBIAS TORRES MEJIA, ciudadano colombiano, mayor, vecino, 
residente y domiciliado en este municipio, identificado con la cedula de 

ciudadanía numero 16.212.331 expedida en Cartago Valle, Abogado en 
ejercicio, portado de la Tarjeta Profesional No.72.833, otorgada por el 
Consejo Superior de la Judicatura, con dirección de notificaciones en 
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la Carrera 16Norte No. 16B-68, Celular No. 315.527.6245; Email: 
totonorm@gmail.com 

 
LIBARDO MORALES VALENCIA, ciudadano colombiano, mayor, 
vecino, residente y domiciliado en este municipio, identificado con la 

cedula de ciudadanía numero 16.203.211 expedida en Cartago Valle, 
abogado en ejercicio portador de la Tarjeta Profesional No.102067 
otorgada por el Consejo Superior de la Judicatura, con dirección de 

notificaciones en la Calle 11 # 5-29, Oficina 304 Edificio del Banco de 
Occidente de Cartago Valle del Cauca, Celular No. 3175151200; Email: 

limoval14@gmail.com 
 

CAPITULO III 
HECHOS  

 

Nuestra poderdante respecto de los hechos manifiesta: 
 
AL HECHO PRIMERO: SE ACEPTA SÓLO EN EL CONTENIDO DE LA 

PRUEBA.  
 

AL HECHO SEGUNDO: NO ME CONSTA Y EXPLICO. En la historia 
laboral de la institución no reposa concepto médico que informe de la 
patología descrita en este hecho, como tampoco escrito del demandante 

informando a la administración sobre la existencia de una discapacidad 
que ameritara la protección mediante la aplicación del Reten Social 
para las personas con limitación física, mental, visual o auditiva.  

 
AL HECHO TERCERO: ES UNA AFIRMACION DEL LIBELISTA SIN 

APOYO PROBATORIO EN LA DEMANDA. Que para su aceptación 
deberá probarse. 
 

AL HECHO CUARTO: NO SE ACEPTA Y EXPLICO. La garantía del 
fuero circunstancial se dirige a los trabajadores cuando hubieren 

presentado al empleador un pliego de peticiones; no obstante, la 
facultad de presentar pliego de peticiones no se encuentra en cabeza 
de los sindicatos de empleados públicos, por disposición del Artículo 

416 del Código Sustantivo del Trabajo el cual señala: "LIMITACION DE 
LAS FUNCIONES. Los sindicatos de empleados públicos no pueden 
presentar pliegos de peticiones ni celebrar convenciones colectivas, pero 
los sindicatos de los demás trabajadores oficiales tienen todas las 
atribuciones de los otros sindicatos de trabajadores, y sus pliegos de 
peticiones se tramitarán en los mismos términos que los demás, aun 
cuando no puedan declarar o hacer huelga". 
 
De otra parte el demandante no ha acreditado su calidad de afiliado a 
la Organización sindical SINDIMUNICIPIOS Subdirectiva Alcalá, como 

tampoco el pago de la cuota sindical respectiva para reclamarse como 
beneficiario del fuero Circunstancial que manifiesta. 
 

AL HECHO QUINTO: ES CIERTO. 
 
AL HECHO SEXTO: ES CIERTO. 

 
AL HECHO SEPTIMO: ES CIERTO.  
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AL HECHO OCTAVO: ES CIERTO.  
 

AL HECHO NOVENO: ES CIERTO. 
 
AL HECHO DECIMO: ES CIERTO Y ACLARO. El Decreto suprime 

cargos y no hace mención a personas. 
 
AL HECHO DECIMO PRIMERO:  ES CIERTO. 

 
AL HECHO DECIMO SEGUNDO: NO SE ACEPTA Y EXPLICO. Lo 

anterior encuentra su fundamento en la vinculación laboral del actor, 
el cual como empleado público fue vinculado a la administración a 
través de un acto legal y reglamentario en provisionalidad. Se concluye 

entonces, que partiendo de la base de que los sindicatos de empleados 
públicos no pueden presentar pliego de peticiones, tampoco pueden 
beneficiarse del fuero circunstancial, de allí que no debía acudirse a 

obtener autorización de juez competente. 
 

AL HECHO DECIMO TERCERO:  NO SE ACEPTA Y EXPLICO. El acto 
mediante el cual se hizo la supresión del cargo que ostentaba el 
demandante, es un acto sobre el cual el Consejo de Estado, se ha 

manifestado señalando la no enjuicialidad de dicha comunicación. 
Consejo de Estado, Sección Segunda sentencia de 15 de marzo de 2007, 

Expediente 3020-04, M.P., Bertha Lucía Ramírez de Páez. 
 
AL HECHO DECIMO CUARTO: ES CIERTO.  

 

. CAPITULO IV 
FUNDAMENTOS DE HECHO Y DERECHO 

 
La Ley 584 de 2000, que establece: 

  
“ARTÍCULO 12. Modifíquese el artículo 406 del Código Sustantivo 
del Trabajo, subrogado por la Ley 50 de 1990 artículo 57, el cual 
quedará así: 
  
ARTÍCULO 406. Trabajadores amparados por el fuero sindical. 
 
Están amparados por el fuero sindical: 
  
a) Los fundadores de un sindicato, desde el día de su constitución 
hasta dos (2) meses después de la inscripción en el registro sindical, 
sin exceder de seis (6) meses; 
  
b) Los trabajadores que, con anterioridad a la inscripción en el 
registro sindical, ingresen al sindicato, para quienes el amparo rige 
por el mismo tiempo que para los fundadores; 
  

c) Los miembros de la junta directiva y subdirectivas de todo 
sindicato, federación o confederación de sindicatos, sin pasar de 
cinco (5) principales y cinco (5) suplentes, y los miembros de los 
comités seccionales, sin pasar de un (1) principal y un (1) suplente. 
Este amparo se hará efectivo por el tiempo que dure el mandato y 
seis (6) meses más; 
  
d) Dos (2) de los miembros de la comisión estatutaria de reclamos, 
que designen los sindicatos, las federaciones o confederaciones 
sindicales, por el mismo período de la junta directiva y por seis (6) 

https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=281#57
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meses más, sin que pueda existir en una empresa más de una (1) 
comisión estatutaria de reclamos. Esta comisión será designada por 
la organización sindical que agrupe el mayor número de 
trabajadores. 
  
PARÁGRAFO 1. Gozan de la garantía del fuero sindical, en los 
términos de este artículo, los servidores públicos, exceptuando 
aquellos servidores que ejerzan jurisdicción, autoridad civil, política o 
cargos de dirección o administración. 
  
PARÁGRAFO 2. Para todos los efectos legales y procesales la calidad 
del fuero sindical se demuestra con la copia del certificado de 
inscripción de la junta directiva y/o comité ejecutivo, o con la copia 
de la comunicación al empleador.” 

  
FUERO CIRCUNSTANCIAL. 
  
El fuero circunstancial encuentra su origen en el Artículo 25 del 

Decreto Ley 2351 de 1965, por el cual hacen unas reformas al Codicio 
Sustantivo del Trabajo, el cual afirma:  

 
"ARTICULO 25. PROTECCIÓN EN CONFLICTOS COLECTIVOS. Los 
trabajadores que hubieren presentado al patrón un pliego de peticiones 

no podrán ser despedidos sin justa causa comprobada desde la fecha 
de la presentación del pliego y durante los términos legales de las 
etapas establecidas para el arreglo del conflicto. 

 
En esas condiciones, la garantía del fuero circunstancial se dirige a los 

trabajadores cuando hubieren presentado al empleador un pliego de 
peticiones; no obstante, la facultad de presentar pliego de peticiones no 
se encuentra en cabeza de los sindicatos de empleados públicos, por 

disposición del Artículo 416 del Código Sustantivo del Trabajo el cual 
señala: "LIMITACION DE LAS FUNCIONES. Los sindicatos de empleados 
públicos no pueden presentar pliegos de peticiones ni celebrar 
convenciones colectivas, pero los sindicatos de los demás trabajadores 
oficiales tienen todas las atribuciones de los otros sindicatos de 
trabajadores, y sus pliegos de peticiones se tramitarán en los mismos 
términos que los demás, aun cuando no puedan declarar o hacer huelga"  
 
En concordancia con lo anterior, el Consejo de Estado mediante 
sentencia de 10 de febrero de 2011, Sala de lo Contencioso 

Administrativo, Sección Segunda, Subsección "A", Consejero Ponente: 
Alfonso Vargas Rincón -Radicación número: 15001-23-31-000-2002-
01304-02(0546-10)- consideró lo siguiente: "FUERO 

CIRCUNSTANCIAL - No aplica a empleados públicos. En anteriores 
oportunidades ha sostenido la Sala que el fuero circunstancial que 

afirma el actor lo amparaba, (por cuanto el sindicato de empleados 
públicos del Departamento se encontraba en la etapa de arreglo directo 
tras haber presentado pliego de peticiones), no puede predicarse de los 

empleados públicos.  
 

Lo anterior encuentra su fundamento en la vinculación laboral de los 
empleados públicos de tipo legal y reglamentaria, que restringe la 
posibilidad que afectaría la facultad de las autoridades de fijar 

unilateralmente las condiciones del empleo (...) Se concluye pues, que 
partiendo de la base de que los sindicatos de empleados públicos no 
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pueden presentar pliego de peticiones, tampoco pueden beneficiarse del 
fuero circunstancial." 
 
DECRETO 2264 DE 2013 (Octubre 16), Por el cual se reglamentan 
los artículos 400 del Código Sustantivo del Trabajo y 68 de la Ley 

50 de 1990. 
 

Artículo 1°. Con el fin de garantizar que las organizaciones 
sindicales puedan recaudar oportunamente las cuotas fijadas por la 
ley y los estatutos sindicales para su funcionamiento, el empleador 
tiene la obligación de: 
a) Efectuar sin excepción la deducción sobre los salarios de la cuota 
o cuotas sindicales y ponerlas a disposición del sindicato o 
sindicatos, cuando los trabajadores o empleados se encuentren 
afiliados a uno o varios sindicatos. 
b) Retener y entregar directamente a las organizaciones de segundo 
y tercer grado, las cuotas federales y confederales que el sindicato 

afiliado esté obligado a pagar en los términos del numeral 3 del 
artículo 400 del Código Sustantivo del Trabajo y de este decreto. 
c) Retener y entregar a la organización sindical las sumas que los 
trabajadores no sindicalizados deben pagar a estas por beneficio de 
la convención colectiva en los términos del artículo 68 de la Ley 50 de 
1990, salvo que exista renuncia expresa a los beneficios del acuerdo. 
d) Retener y entregar a la organización sindical las sumas que los 
empleados públicos no sindicalizados autoricen descontar 
voluntariamente y por escrito para el sindicato, por reciprocidad y 
compensación, en razón de los beneficios recibidos con ocasión del 
Acuerdo Colectivo obtenido por el respectivo sindicato, para lo cual se 
habilitarán los respectivos códigos de nómina. 
 

Artículo 2°. La certificación de la Tesorería del sindicato sobre la 
deducción del valor de la cuota o las cuotas, de los miembros de la 
respectiva organización sindical, constituye prueba frente al 
empleador y la Autoridad Administrativa Laboral de la calidad de 
afiliado a uno o a varios sindicatos. 
 

Artículo 3°. La certificación de la Tesorería de la Federación, 
Confederación o Central Sindical sobre la deducción del valor de la 
cuota o las cuotas federales o confederales que los sindicatos están 
obligados a pagar a aquellas, servirá de prueba frente a la Autoridad 
Administrativa Laboral y al empleador de la calidad de afiliado que 
ostenta el sindicato a la respectiva Federación o Confederación. 
 

Artículo 4°. Las certificaciones a que aluden los artículos anteriores 
deben ser coincidentes con las de los bancos o cajas de ahorros en 
los cuales deben estar los fondos de las organizaciones sindicales 
por disposición del artículo 396 del CST. 
 

Artículo 5°. El presente decreto se aplica a las organizaciones 
sindicales de trabajadores particulares, oficiales, de empleados 
públicos y mixtas y sus disposiciones respetan la autonomía sindical 
y los acuerdos colectivos ya pactados. 

 
Artículo 388 del C.S.T. Condiciones para los miembros de la Junta 
Directiva. 

 
Además de las condiciones que se exijan en los estatutos, para ser 

miembro de la junta directiva de un sindicato, se debe ser miembro de 
la organización sindical; la falta de esta condición invalida la elección. 
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Código Sustantivo del Trabajo Artículo 400. Retención de cuotas 
sindicales 

 
1. Toda asociación sindical de trabajadores tiene derecho a solicitar 
con el voto de las dos terceras partes de sus miembros, que los 
(empleadores) respectivos deduzcan de los salarios de los 
trabajadores afiliados y pongan a la disposición del sindicato, el 
valor de las cuotas ordinarias o extraordinarias con que aquellos 
deben contribuir. La retención de las cuotas extraordinarias requiere 
copia autenticada del acta de la asamblea sindical en que fueron 
aprobadas. Para la retención de las cuotas ordinarias bastará que el 
secretario y el fiscal del sindicato comuniquen certificadamente al 
(empleador) su valor y la nómina de sus afiliados. 
 
2. Cesará la retención de cuotas sindicales a un trabajador a partir 
del momento en que aquél, o el sindicato, comunique por escrito al 
{empleador} el hecho de la renuncia o expulsión; quedando a salvo el 
derecho del sindicato en caso de información falsa del trabajador. 

 
3. Previa comunicación escrita y firmada por el presidente, el fiscal y 
el tesorero de la federación, confederación o central sindical, el 
empleador deberá retener y entregar las cuotas federales y 
confederales que el sindicato esté obligado a pagar a esos 
organismos de segundo y tercer grado a los cuales está afiliado. Para 
tal efecto se deberán adjuntar los estatutos y constancia de afiliación 
del sindicato emitida por la respectiva federación, confederación o 
central sindical. 

 
Conforme a la normativa transcrita, toda asociación sindical de 
trabajadores tiene derecho a solicitar, que los (empleadores) respectivos 

deduzcan de los salarios de los trabajadores afiliados y pongan a la 
disposición del sindicato, el valor de las cuotas ordinarias o 
extraordinarias con que aquellos deben contribuir; para la retención de 

las cuotas extraordinarias se requiere copia autenticada del acta de la 
asamblea sindical en que fueron aprobadas, y para la retención de las 

cuotas ordinarias bastará que el secretario y el fiscal del sindicato 
comuniquen certificadamente al (empleador) su valor y la nómina de 
sus afiliados. 

  
La retención de cuotas sindicales a un trabajador cesará a partir del 

momento en que aquél, o el sindicato, comunique por escrito al 
empleador el hecho de la renuncia o expulsión; quedando a salvo el 
derecho del sindicato en caso de información falsa del trabajador.  
 

CONSEJO DE ESTADO. FUERO SINDICAL – Implica previa 

autorización judicial para el retiro del servicio de empleado de 
carrera administrativa / FUERO SINDICAL DE EMPLEADO 
PUBLICO - Su protección es competencia de la jurisdicción 

ordinaria 
  

El artículo 405 del Código Sustantivo del Trabajo, consagra que “se 
denomina “fuero sindical” la garantía de que gozan algunos 
trabajadores de no ser despedidos, ni desmejorados en sus 
condiciones de trabajo, ni trasladados a otros establecimientos de la 
misma empresa o a un municipio distinto, sin justa causa, 
previamente calificada por el juez del trabajo”. Esta protección fue 
reglamentada especialmente para quienes además gocen del 
escalafonamiento en la carrera administrativa en términos del 
artículo 147 del Decreto 1572 de 1998, según el cual “Para el retiro 
del servicio de empleado de carrera con fuero sindical, por cualquiera 
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de las causales contempladas en la ley, debe previamente obtenerse 
la autorización judicial correspondiente”. Con la expedición de la Ley 
362 de 1997, se dilucidó la controversia en torno a la jurisdicción 
competente para dirimir los conflictos que surjan en orden a amparar 
el derecho de asociación sindical consagrado en el artículo 39 de la 
C.P. teniendo en cuenta que con anterioridad a este ordenamiento 
normativo y a raíz de la expedición de la sentencia de la Corte 
Constitucional C-593 del 14 de diciembre de 1993, que declaró 
inexequible el artículo 409 del Código Sustantivo del Trabajo, existía 
vacío normativo en esta materia. La protección del derecho 
constitucional mencionado tuvo plena vigencia con la expedición de 
la Ley 362 de 1997, que modificó el artículo 2º del Código Procesal 
Laboral, regulación normativa de rigor para la fecha en que se 
expidieron los actos acusados y que asigna a la jurisdicción ordinaria 
del Trabajo la competencia para conocer “de los asuntos sobre fuero 
sindical de los trabajadores particulares y oficiales y del que 
corresponde a los empleados públicos”. 

  
DERECHO DE ASOCIACION SINDICAL - Acción de reintegro. 
Competencia de la jurisdicción ordinaria 

  
Para lograr la efectividad del amparo consagrado en el artículo 39 de 
la Carta Política, se establece la acción de reintegro en el artículo 118 
del Código Procesal Laboral, mediante la cual el empleado o el 
sindicato a través de su junta directiva, podrán, en un término de dos 
(2) meses promover la ilegalidad del despido, del traslado o de la 
desmejora que se hubiere efectuado sin permiso del juez del Trabajo. 
En virtud del artículo 408 del Código Sustantivo del Trabajo, si se 
comprobare que el trabajador fue despedido sin sujeción a las 
normas que regulan el fuero sindical, se ordenará su reintegro y se 
condenará al empleador a pagarle, a título de indemnización, los 
salarios dejados de percibir por causa del despido. Correspondía a 
la parte actora acudir a la jurisdicción ordinaria a entablar la acción 
consagrada en el artículo 118 del Código Procesal Laboral, en orden 
a obtener el reintegro al cargo que venía desempeñado hasta antes 
de expedirse el acto de supresión, siempre que éste se hubiera hecho 

efectivo omitiendo la autorización judicial consagrada por el 
legislador. El breve término de diez (10) días con el que cuenta el juez 
del trabajo para resolver sobre la acción de reintegro, le permiten a la 
Sala inferir, que fue voluntad del legislador instituir un mecanismo 
expedito para resolver la controversia que se plantee por el 
desconocimiento del permiso judicial, haciendo de esta forma 
operante el postulado consagrado en el artículo 39 de la C.P. La tesis 
anterior se reitera en eventos en los cuales, como sucede en el sub-
lite, la parte actora enfoque el concepto de violación en el derecho al 
amparo fundado en la existencia de la acción de reintegro, pues en 
tales circunstancias, se evidencia que la jurisdicción de lo contencioso 
administrativo no es la competente para conocer del asunto sino la 
ordinaria acorde con las reglas de competencia señaladas en los 
artículos 2º y 118 del C.P.L. 

  
EMPLEADO PUBLICO – No obra a su favor la protección del fuero 

circunstancial 
  

El actor por su condición de empleado público no estaba facultado 
para pretender que obrara a su favor la protección del fuero 
circunstancial dado que esta prerrogativa solamente existe para los 
trabajadores oficiales, por estar facultados para presentar pliegos de 
condiciones y negociaciones colectivas. 
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JURISDICCION DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO – 
Competencia para examinar la legalidad de actos acusados 

conjuntamente con el amparo del fuero sindical 

  
Es necesario precisar que la Sala desde la sentencia del 4 de 
septiembre de 2003 en la cual se acoge la pauta señalada en la 
sentencia del 14 de marzo de 2002 ha señalado que en los eventos 
en los cuales se planteen cargos en la demanda relativos a los vicios 
de legalidad de los actos acusados conjuntamente con el amparo del 
fuero sindical mediante la acción de reintegro, la jurisdicción de lo 
Contencioso Administrativo es competente para examinar el primer 
aspecto mencionado. 

 
CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO, SECCION SEGUNDA SUBSECCIÓN “B”, Consejero 

ponente: ALEJANDRO ORDOÑEZ MALDONADO. (15) de febrero de dos 
mil siete (2007). Rad. No.: 19001-23-31-000-2001-16100-01(0009-05) 

 
NOMBRAMIENTO EN PROVISIONALIDAD - No tiene fuero alguno de 
estabilidad / DECLARATORIA DE INSUBSISTENCIA - Clases: 

Reglada y discrecional / DECLARATORIA DE INSUBSISTENCIA 
REGLADA - Empleos de carrera / DECLARATORIA DE 

INSUBSISTENCIA DISCRECIONAL - Empleos de libre 
nombramiento 

  
Sobre los cargos en provisionalidad, esta Corporación unificó el 
criterio mediante sentencia de 13 de marzo de 2003, señalando que 
el empleado nombrado en provisionalidad ostenta una “posición 
diferente” al vinculado y escalafonado en carrera, como también a la 
del designado por la vía del libre nombramiento y remoción. Sobre la 
provisional señala que, no puede asimilarse en sus derechos al de 
carrera (estabilidad), por cuanto no ha accedido al cargo mediante 
concurso de méritos, tampoco es equivalente al de libre nombramiento 
y remoción, por cuanto el cargo que ejerce es de carrera. De ello 
concluyó que. “el empleado nombrado en provisionalidad no le asiste 
fuero alguno de estabilidad, pudiéndose en consecuencia, proceder a 
su retiro sin que sea menester motivación alguna”. Lo anterior 
significa que, el retiro de un empleado provisional puede hacerse sin 
las mismas exigencias, requisitos, procedimiento y recursos que 
contempla la Ley para los funcionarios de carrera, por lo tanto, el 
procedimiento usado para la “insubsistencia” en el caso sub-lite no 
era inapropiado. Sin embargo, debe advertir la Sala que la 
declaratoria de insubsistencia del nombramiento procede bajo dos 
expresiones distintas a saber: La reglada y la discrecional.  
 
LA REGLADA, sobre empleos pertenecientes a la carrera en los 
siguientes eventos: por calificación insatisfactoria de servicios al 
vencimiento del período de prueba y por calificación insatisfactoria de 
servicios del empleado inscrito en carrera.  
 
LA DISCRECIONAL, sobre empleos que no pertenecen a carrera, los 
de libre nombramiento y remoción. La naturaleza técnica y 

administrativa de las funciones de la categoría de los empleados 
públicos, equivale al sistema técnico y reglado de los empleos 
pertenecientes a la carrera administrativa; y la naturaleza política y 
de gobierno de las funciones propias de la categoría laboral de los 
funcionarios, equivale al ámbito discrecional en los empleos de libre 
nombramiento y remoción. 
  
FUENTE FORMAL: DECRETO 1572 DE 1998 - ARTICULO 7 
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CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO, SECCION SEGUNDA SUBSECCION A, Consejero 

ponente: GUSTAVO EDUARDO GOMEZ ARANGUREN. Cinco (5) de 
junio de dos mil ocho (2008). Radicación número: 68001-23-15-000-
2001-01599-01(1408-07) 

 
DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE LA FUNCIÓN PÚBLICA.  
Conclusiones de la Línea Jurisprudencial sobre retiro del servicio 

de empleados por supresión del cargo. 
 

Con el fin de presentar el resumen de la línea jurisprudencial 
relacionada con el tema “Retiro del servicio de empleados por 
supresión del cargo”, se hará un recuento de la normativa más 
importante sobre la materia y luego señalare los aspectos más 
significativos de las conclusiones obtenidas en el tema, con base en 
sentencias del Consejo de Estado y de la Corte Constitucional, 
proferidas entre los años 1999 y 2016.  

 
Evolución Normativa  

 
1. Decreto 2400 de 1968: Esta norma estableció, en el literal c) de su 

artículo 25, la supresión del empleo como causal de retiro del 
servicio. 

 
2. Decreto 1950 de 1973: El artículo 105 de este decreto señaló: 

“Artículo 105.- El retiro del servicio implica la cesación en el ejercicio 
de funciones públicas y se produce: (…)  

 
3. Por supresión del empleo. (…)” 3. Ley 27 de 1992: Esta ley mantuvo 

la causal de retiro del servicio así: “Artículo 7. Causales de retiro del 
servicio. El retiro del servicio de los empleados de carrera se 
produce en los siguientes casos: (…) c) Por supresión del empleo de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 8° de la presente ley (…)” 

 

A su vez, el artículo 8 de la misma norma establece que los 

empleados de carrera administrativa cuyos cargos sean 
suprimidos, tendrán derecho a una indemnización o al derecho 
preferencial de reincorporarse dentro de la misma entidad.  

 

4. Decreto 1223 de 1993: Este decreto reglamenta el artículo 8 de la 
Ley 27 de 1992, en lo que respecta al procedimiento para la 
indemnización de los empleados inscritos en el escalafón de la 
carrera administrativa cuyos empleos sean suprimidos por la 
autoridad competente, con motivo de la reorganización de una 
dependencia, órgano o entidad o del traslado de funciones a otros 
organismos, y que en razón de ello sean retirados del servicio, 
siempre y cuando no opten por el derecho preferencial a ser 
reincorporados. 5. Decreto 1572 de 1998. De igual forma, en el 
decreto de la referencia se prevén los pasos a seguir para la 
indemnización o la reincorporación de los empleados inscritos en el 
escalafón de la carrera administrativa cuyos empleos sean 
suprimidos (Arts. 135 y ss.). Otro aspecto que regula esta norma es 
la necesidad de elaborar estudios técnicos previos, por considerar 

que las modificaciones a las plantas de personal deben motivarse 
expresamente y fundarse en las necesidades del servicio o en 
razones que propendan por la modernización de la institución (Ver 
art. 148 y ss.). Debe resaltarse que el Decreto 2504 de 1998 
modificó el Decreto 1578 del mismo año en algunos de los aspectos 
relacionados con los estudios técnicos.  

 

5. Ley 443 de 1998: Por su parte, la Ley 443 de 1998 no incorpora la 
supresión del empleo como una causal de retiro del servicio, pero en 
su artículo 39 determina los derechos de los empleados de carrera 
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en caso de supresión del cargo, quienes, como consecuencia de la 
supresión o fusión de entidades, organismos o dependencias, o del 
traslado de funciones de una entidad a otra, o de modificación de 
planta, podrán optar por ser incorporados a empleos equivalentes o 
a recibir indemnización. 6. Ley 909 de 2004: En el mismo sentido, 
la Ley 909 de 2004 mantuvo como causal de retiro la supresión del 
cargo, en su artículo 41, Literal l). 

 

DESARROLLO JURISPRUDENCIAL “RETIRO DEL SERVICIO DE 
EMPLEADOS POR SUPRESIÓN DEL CARGO” -Consejo de Estado 

 
Para la elaboración de esta línea jurisprudencial fueron revisadas 
118 sentencias del Consejo de Estado, de las cuales fueron 
seleccionadas 44 para demarcar el criterio jurisprudencial en relación 
con la facultad de la administración para retirar del servicio a un 
empleado público, como consecuencia de la supresión del cargo. Al 
respecto, el Consejo de Estado ha reiterado en numerosas 
oportunidades que la supresión de empleos debe entenderse como 

una causa legal de retiro del servicio de los empleados del sector 
público.  
 
En efecto, la supresión del empleo se encuentra justificada por la 
necesidad de adecuar las plantas de personal de las distintas 
entidades públicas a los requerimientos del servicio para hacer más 
ágil, eficaz y eficiente la función que deben cumplir.  
 
Esta causal de retiro es aplicable indistintamente tanto a los cargos 
de carrera administrativa o de libre nombramiento y remoción. La 
Jurisprudencia ha afirmado que, como consecuencia de la supresión, 
los empleados inscritos en carrera administrativa gozan de 
tratamiento preferencial, pues su condición les da el derecho 
preferencial a ser incorporado en la nueva planta de personal y si ello 
no es posible, da la opción de obtener una indemnización o de ser 
reincorporados en forma prioritaria a la entidad en la que prestan sus 
servicios. En caso de no ser posible la reincorporación dentro de los 
seis (6) meses siguientes a la supresión, el empleado tendría derecho 

a una indemnización.  
 
No obstante, el volumen de sentencias referidas al tema de la 
supresión de cargos se advierte que esta causal de retiro ha tenido 
una interpretación jurisprudencial uniforme, en el sentido de hacer 
posible la modernización de las entidades públicas, en cuanto 

prima el interés general sobre el particular. Lo anterior, sin 
perjuicio de respetar las garantías constitucionales y los derechos de 
quienes están bajo la protección de la estabilidad laboral reforzada. 
 
Otro de los aspectos a resaltar, es que el Consejo de Estado ha 
expresado que para proceder a la reincorporación cuando hay 
supresión de cargos, debe prevalecer la equivalencia de empleo, que 
se configura cuando exista identidad o similitud de funciones, para 
su ejercicio se exijan requisitos de estudio y experiencia iguales o 
similares y cuando la asignación básica de aquél no sea inferior a 
éste. La jurisprudencia también señala que es posible reemplazar la 
ejecución de funciones ejercidas por empleados públicos por 

personas vinculadas mediante contratos de prestación de servicios, 
siempre que los estudios técnicos concluyan que los cargos son 
innecesarios como servicios permanentes para determinadas áreas 
de la entidad y que tales actividades pueden asumirse a través de 
servicios transitorios, ocasionales o, incluso, contratados a través de 
terceros.  
 
Por otro lado, la jurisprudencia resalta el cumplimiento de la 
obligación de realizar los estudios técnicos previos como fundamento 
para la modificación de la planta de personal, pues si ellos no 
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cumplen con los requisitos legales, procede la nulidad del acto 
administrativo que dispone la reestructuración por expedición 
irregular y en consecuencia, la ilegalidad de la supresión de cargos.  
 
Sobre este particular, destacamos que la elaboración de un estudio 
técnico es el sustento de la reforma a las plantas de personal, que 
compromete la legalidad del proceso de reestructuración 
administrativa. Los jueces advierten que puede ser elaborado por la 
respectiva entidad, la Escuela Superior de Administración Pública, 
firmas especializadas en la materia, o profesionales en 
administración pública u otras profesiones idóneas, debidamente 
acreditados y debe contener alguno o varios de los siguientes 
aspectos: análisis de los procesos técnico misionales y de apoyo; 
evaluación de la prestación de los servicios y evaluación de las 
funciones asignadas, perfiles y las cargas de trabajo de los empleos, 
por lo que debe fundamentarse en instrumentos metodológicos 
plenamente verificables. Por último y a pesar de ser un tema de 
carácter procedimental, debe hacerse énfasis en la controversia que 
se genera al determinar el acto administrativo que debe ser 

demandado ante la jurisdicción como el que configura la supresión 
del cargo.  
 
Al respecto, se ha dicho que dentro de la clasificación que existe de 
los actos administrativos, se encuentra una que alude a los actos 
singulares (individuales o concretos) que tienen efectos respecto de 
una o varias personas determinadas y a los actos generales, cuando 
los destinatarios son indeterminados y su contenido es abstracto. En 
ese orden de ideas, esa clasificación incide en la procedencia de la 
acción contenciosa, que para cada caso debe ser determinada por 
quien demanda. 

 

DESARROLLO JURISPRUDENCIAL “RETIRO DEL SERVICIO DE 
EMPLEADOS POR SUPRESIÓN DEL CARGO” -Corte Constitucional- 

 
En lo que respecta a esta causal de retiro del servicio, la 
jurisprudencia de la Corte Constitucional coincide con la del Consejo 

de Estado en el sentido de concluir que la administración pública 
tiene la facultad de adecuar su funcionamiento a las necesidades del 
servicio, por lo que puede crear, modificar, reorganizar y suprimir los 
cargos de su planta de personal, cuando las necesidades públicas o 
las restricciones económicas se lo impongan, sin que ello implique el 
menoscabo del derecho a la estabilidad laboral de los trabajadores 
inscritos en la carrera administrativa. En consecuencia, cuando 
existan motivos de interés general, encaminados a permitir una 
mayor eficacia y eficiencia de la función pública, es permitido 
suprimir empleos. No obstante, esto no quiere decir que los empleados 
con derechos de carrera a los que se les suprime su empleo queden 
excluidos del servicio sin ninguna contraprestación, pues por el 
contrario, la ley prevé mecanismos de garantía de sus derechos como 
son la incorporación, la reincorporación y la indemnización. (T-204 de 
2011, C-370 de 1999, C-642 de 1999, C-096 de 1996) Por otra parte, 
también se ha reconocido que en los procesos de reestructuración que 
impliquen la supresión de cargo, debe darse prioridad al precepto de 
la estabilidad laboral reforzada con que cuentan las personas 

discapacitadas, las madres o padres cabeza de familia, las mujeres 
en estado de embarazo y los prepensionados. (Ver T-953 de 2008) 

 
SUPRESIÓN DE EMPLEOS ES CAUSA ADMISIBLE DE RETIRO DEL 

SERVICIO DE EMPLEADOS DEL SECTOR PÚBLICO 
 
La Sección Segunda del Consejo de Estado explicó que la supresión de 

empleos se debe entender como una causa admisible de retiro del 
servicio de los empleados del sector público, que encuentra su sustento 



14 

en la necesidad de adecuar las plantas de personal de las entidades 
públicas a los requerimientos del servicio. 

 
En efecto, aseguró que esta supresión de cargos de carrera en la 
administración suele presentarse por varias circunstancias: 

 
i. Por fusión o liquidación de la entidad pública respectiva. 
ii. Por reestructuración. 

iii. Por modificación de la planta de personal. 
iv. Por reclasificación de los empleos. 

v. Por políticas de modernización del Estado con el fin de hacer más 
eficaz la prestación del servicio público para el control del gasto. 

 

Así las cosas, cuando se retira a un empleado de la planta de cargos 
como consecuencia de una supresión se hace porque el empleo 
específico fue suprimido por un acto administrativo, lo que sucede 

cuando la cantidad de cargos desaparece o disminuye o en la nueva 
planta de personal no subsisten cargos con funciones iguales o 

equivalentes a los cuales pueda incorporarse el funcionario 

 
Procedencia 

 
Según la providencia, el derecho a la estabilidad no impide que la 

Administración por razones de interés general ligadas a la propia 
eficacia y eficiencia de la función pública pueda suprimir determinados 
cargos, por cuanto ello puede ser necesario para que el Estado cumpla 

sus cometidos. 
 
Por consiguiente, cuando existan motivos de interés general que 

justifiquen la supresión de cargos en una entidad pública es legítimo 
que el Estado lo haga sin que pueda oponérsele los derechos de carrera 

de los funcionarios, ya que estos deben ceder ante el interés general. 
 
Reincorporación de empleados de carrera 

 
Frente a la reincorporación a un cargo equivalente precisó que ello 

ocurre una vez se ha expedido el acto de contenido particular y concreto 
del cual se deduce la supresión de los cargos de los que no fueron 
incorporados, quedando personas de carrera administrativa, cuyos 

cargos resultaron suprimidos, retiradas del servicio, pero conservando 
sus derechos de carrera. 
 

Lo anterior se traduce en el derecho de optar por ser indemnizados o 
ser incorporados a empleos equivalentes que estén vacantes o que se 

creen en las plantas de personal. 
 
Entonces, esta incorporación se expide a solicitud del interesado, con 

posterioridad a la supresión de los cargos y retiro de los empleados y 
procede siempre que se acrediten los requisitos mínimos para el 

desempeño del respectivo empleo (C. P. Sandra Lisset Ibarra Vélez). 
 
Consejo de Estado Sección Segunda, Sentencia 

25000234200020160295601 (633918), Oct. 16/20. 
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SUPRESION DEL CARGO – Justificación / RETIRO DEL SERVICIO 
POR SUPRESION DEL CARGO – Origen  

 
Cuando las reformas de las plantas de personal conllevan la supresión 
de empleos, se erigen en criterios y condiciones relacionados con las 

necesidades del servicio o modernización de la Administración, siendo 
objetivas las razones que justifican la reforma.  
 

La decisión de retirar a un empleado de la planta de cargos, como 
consecuencia de una supresión, puede originarse bien porque todos los 

cargos de su categoría fueron suprimidos por el acto general, o bien 
porque en la nueva planta de personal no se creen cargos con funciones 
iguales o equivalentes en uno de los cuales pudiera incorporarse.  

 
FUENTE FORMAL: CONSTITUCION POLITICA – ARTICULO 209 / 
CONSTITUCION POLITICA – ARTICULO 2. 

 
OFICIO DE COMUNICACION DE SUPRESION DEL CARGO – No es 

enjuiciable  
 

Para el recurrente la comunicación que le informó la supresión del 
cargo y produjo su retiro, es un acto particular que se efectuó de 
manera ilegal. Esta Sala en repetidas ocasiones ha afirmado que la 

comunicación por medio de la cual se informa la decisión asumida por 
una determinada autoridad pública no tiene el carácter de acto 

administrativo.  
 
NOTA DE RELATORIA: Sobre la no enjuicialidad de la comunicación de 

la supresión del cargo, Consejo de Estado, Sección Segunda sentencia 
de 15 de marzo de 2007, Expediente 3020-04, M.P., Bertha Lucía 
Ramírez de Páez. 

 
CAPITULO VI 

EXCEPCIONES DE MERITO 
 

Como defensas en este proceso, presentadas para la exoneración de mi 
cliente, frente a las pretensiones propuestas por la demandante, me 

permito proponer las siguientes excepciones de mérito que denominaré: 
APLICABILIDAD POR LEGALIDAD DEL ACTO ADMINISTRATIVO 

ATACADO POR NULIDAD; CARENCIA DEL OBJETO;  INEXISTENCIA 
DEL CARGO POR MODERNIZACION INSTITUCIONAL; COBRO DE LO 
NO DEBIDO; BUENA FE;  VALIDEZ DE LA DESVINCULAION DEL 

EMPLEADO PUBLICO EN EL EMPLEO EN PROVISIONALIDAD EN 
CARGO DE CARRERA; PROHIBICION LEGAL DE LOS EMPLEADOS 

PUBLICOS DE NEGOCIAR PLIEGO DE PETICIONES;  INEXISTENCIA 
DEL FUERO CIRCUNSTANCIAL; INEPTA DEMANDA; Y LA 
INNOMINADA QUE RESULTE PROBADA.  

  
PRIMERO. APLICABILIDAD POR LEGALIDAD DE LOS ACTOS 
ADMINISTRATIVOS ATACADOS POR NULIDAD. 

  
Nace esta excepción en razón a que los actos administrativos, que se 

atacan gozan de legalidad, por cuanto estos no se expidieron con 
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Desviación de Poder y en consecuencia niegan en su justo derecho, una 
petición que no encuentra justificación legal para su reconocimiento, 

en virtud que el actor pretende darle certeza de Ilegalidad a un acto 
proferido por la autoridad pública a la que se le reclama la supresión 
del cargo, en la cual se encuentran motivadas las razones de hecho y 

Derecho pertinentes.  
 

En Colombia, el respeto del principio de legalidad se 

impone a la Administración quien debe fundar sus 
decisiones en una norma jurídica superior. El acto 

administrativo es ilegal cuando no respeta la jerarquía 
positiva, es contrario al Derecho. Por ello la sumisión 
constante de la actividad de la Administración al 

Derecho es una garantía de estabilidad jurídica y de 
seguridad para los administrados.  

 

No podría ser de otra manera puesto que la actividad de la 
Administración en el irrespeto de las normas conduce al ejercicio 

arbitrario del poder y a la inestabilidad del ordenamiento jurídico. 
 
En nuestro sistema, el respeto de la legalidad se fundamenta en una 

presunción, según la cual los actos administrativos son considerados 
como legalmente editados hasta que no se decida otra cosa por el juez 

competente. El acto administrativo es ilegal desde el momento en que 
lo declare una jurisdicción.  
 

¿Quiere decir esto que los actos administrativos son correctamente 
editados por el solo hecho de no existir una declaración judicial de 
ilegalidad? ¿Los funcionarios están obligados a aplicar estos actos, así 

estén convencidos de que son ilegales? ¿La protección de la legalidad 
en Colombia es confiada al "poder jurisdiccional" o, por el contrario, es 

la Administración, con su poder de corregir sus propias faltas, la que 
puede convertirse en guardián de la legalidad? 
 

Para el caso que nos ocupa, la entidad pública al haber proferido el 
acto que ataca el demandante estaba legitimado para abstenerse de 

reconocer su invalidez como acto administrativo, en cuanto cumplía 
con los requisitos para su eficacia y validez que no podía derivar en el 
reconocimiento de lo demandado por el hoy demandante. 

 
El Acto Administrativo es la clara manifestación de la voluntad estatal 

dirigida hacia los administrados, como ejercicio de la carga pública por 
ellos soportables, de conformidad con los lineamientos 
constitucionales, legales y reglamentarios. Para que tal actuación 

Administrativa cumpla la finalidad para la cual fue concebida, necesita 
de ciertos requisitos legales que debe cumplir, sin los cuales los 
administrados no pueden predicar ni su eficacia, ni su validez ni su 

ejecutoria. 
El Acto Administrativo existe cuando la voluntad de la administración 

se manifiesta a través de una decisión, para ser eficaz, debe haberse 
aplicado a sus destinatarios. Surte efectos jurídicos y obliga al Estado 
y a los particulares cuando se publique o notifique por los medios 

legales. 
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El acto que se pretende atacar por vía administrativa fue proferido por 
una autoridad administrativa en uso de sus funciones públicas, de allí 

la impertinencia de atacar por vía de nulidad y restablecimiento de 
derecho a la Solicitud que negó con bastante acierto, la petición del 
demandante. Maxime cuando a dichos actos se les ha efectuado el 

control de legalidad pertinente por parte de la autoridad administrativa 
competente que los declaró ajustados a derecho. 
 

Sírvase señor Juez declarar probada la excepción propuesta, 
condenando en costas a la parte demandante. 

 
SEGUNDO. CARENCIA DEL OBJETO: Baso esta excepción conforme 
al contenido de la demanda en cuanto el empleado era conocedor del 

proceso que adelantaba la administración Municipal dirigida a adoptar 
la nueva estructura administrativa de la administración Central del 
Municipio de Alcalá Valle del Cauca en el marco y ejercicio de su 

competencia derivado del artículo 356 de la Constitución Política con 
sujeción a los principios de Coordinación, concurrencia, Subsidiaridad, 

Complementariedad, Eficiencia Responsabilidad y Transparencia y 
Participación. Basado en los principios rectores de la administración 
Municipal con arreglo a los postulados que rigen la función 

administrativa y regulan la conducta de los servidores públicos, y en 
especial, con sujeción a principios de Eficacia, Eficiencia, Publicidad y 

Transparencia, Moralidad, Responsabilidad e Imparcialidad. 
Atendiendo a los criterios de sostenibilidad, Asociatividad, Economía y 
Buen Gobierno; todo dirigido a mejorar la prestación del servicio 

público donde siempre debe primar el bienestar general sobre el 
particular. Principio que es un elemento esencial y definitorio de un 
Estado Social y Democrático de Derecho y, por tanto, lo es también de 

la Constitución Política que lo reconoce y organiza. Este principio que 
se predica tanto a los particulares como a los servidores públicos. 

Carece de objeto la demanda cuando exige una protección foral de la 
que por Ley no es destinatario para atacar unos actos administrativos 
que gozan del principio de legalidad y cuyo contenido va dirigido a 

garantizar un mejor servicio a la comunidad donde no puede prevalecer 
el querer particular. 

 
Sírvase señor Juez declarar probada la excepción propuesta, 
condenando en costas a la parte demandante. 

 
TERCERO. INEXISTENCIA DEL CARGO POR MODERNIZACION 
INSTITUCIONAL. Tiene fundamento esta excepción en la expedición de 

actos administrativos con fuerza ejecutoria que se encuentran vigentes 
por medio de los cuales se procedió a la modernización de la planta de 

empleos del municipio trayendo consigo la supresión de varios cargos 
que según el estudio técnico realizado mediante el Rediseño 
Institucional del proceso de Modernización Administrativa que 

mediante Decreto determino la Estructura Organizacional del 
Municipio de Alcalá ajustado a las necesidades del servicio derivadas 

del contenido del programa de Gobierno y el del Plan de Desarrollo 
Municipal “Alcalá, Progreso y Corazón” 2020- 2023 que planteó como 
propósito modernizar la administración Municipal de Alcalá y en esta 

medida mejorar los indicadores de Gestión publica en términos de  
eficiencia y eficacia. El articulo 29 de la Ley 1551 de 2012 que trata de 
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las funciones del Alcalde en su literal d) señala en relación con la 
Administración Municipal en el numeral 4 “Crear, Suprimir o Fusionar 
los empleos de sus dependencias, señalarles funciones especiales y 
fijarles sus emolumentos con arreglo a los acuerdos correspondientes”. 
Que una vez revisadas las Auditorias Internas donde se establecen los 

hallazgos de no conformidad con el proceso que desarrolla la Entidad, 
en razón de la adopción del mapa de procesos, Modelo de operación de 

procesos y procedimientos y la Estructura Organizacional definida en 
el 2016 y hallazgos de la Contraloría que se fueron a Planes de 
mejoramiento; se dispuso la elaboración de los perfiles y las cargas de 

trabajo de los empleos con lo que se pudo identificar las necesidades 
de personal lo cual conllevó a un comparativo de los Costos de la Planta 
de Personal actual y los costos de la Planta propuesta requerida para 

dar cumplimiento a la implementación de la nueva Estructura 
Organizacional con la creación de las nuevas dependencias y sus 

funciones generales por dependencias, con lo cual se logró determinar 
el numero de empleos por nivel jerárquico, con su respectiva 
denominación, Código y Grado Salarial  con base  en el Sistema de 

Nomenclatura y clasificación del Decreto 785 de 2.005 y de 
conformidad con el artículo 19 de la Ley 909 de 2.004. 

 
El estudio Técnico que antecede al Decreto de Supresión reflejó que el 
cargo a suprimir de secretaria Código 440. Grado 02 de la Planta Global 

del municipio, no cumplía con el objetivo funcional de la Entidad y por 
lo tanto era pertinente su Supresión, con las consecuencias señaladas 
en el Decreto 24 de 1968 en concordancia con la Ley 909 y el Decreto 

1083 de 2015 en el entendido que el cargo a suprimir correspondía a 
uno de carrera administrativa que se encontraba en vacancia definitiva 

y no había sido ofertado para concurso de méritos encontrándose el 
nombramiento del empleado en provisionalidad. Para lo cual el efecto 
jurídico no tenía conexidad con un empleado de Derecho de Carrera 

Administrativa de tal manera que el cargo ya no correspondía a la 
estructura misma de la Entidad y como tal a la fecha no tiene 
funcionalidad, lo que hace pertinente la desvinculación del señor 

NELSON GRANADA GUTIERREZ, tal como quedó motivado en la 
Resolución No. 00021 del 26 de enero de 2.02, acto Administrativo que 

por su naturaleza no era susceptible de Recursos.  
 
Sírvase señor Juez declarar probada la excepción propuesta, 

condenando en costas a la parte demandante 
 

CUARTO. COBRO DE LO NO DEBIDO. Nace esta excepción en contra 
de las pretensiones de la demanda donde solicita en el numeral 3° de 
las Pretensiones, que se condene al Municipio de Alcalá a reconocer y 

pagar al actor “… Sueldos. Primas. Bonificaciones, Vacaciones y demás 
emolumentos dejados de percibir, inherentes a su cargo, con 

retroactividad a la fecha de la declaratoria de insubsistencia, hasta 
cuando sea reincorporado al servicio, incluyendo el valor de los 
aumentos que se hubieren decretado con posterioridad al retiro”, 
fundadas en la solicitud del Medio de Control de Nulidad y 
Restablecimiento del Derecho y a título de Restablecimiento en razón a 

que se logre el reintegro del demandante. 
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Como quiera que no existen razones de conexidad legales que puedan 
determinar, que con la Nulidad del Decreto 00001 POR EL CUAL SE 

ESTABLECE LA PLANTA DE PERSONAL DEL SECTOR CENTRAL DE 
LA ALCALDIA MUNICIPAL DE ALCALA VALLE DEL CAUCA, quede 
protegido el Derecho que reclama el actor de su protección foral en 

calidad de “FUERO CIRCUNSTANCIAL”  que sea factor determinante 
para declarar la Nulidad de la Resolución 00021 de Supresión del Cargo 

de Secretario Código 440 Grado 02 donde se encontraba nombrado el 
demandante, en el entendido que la jurisdicción establecida para la 
protección del Fuero Sindical corresponde a la Ordinaria Laboral y no 

a la Contenciosa Administrativa, tal como lo tiene establecido el 
CONSEJO DE ESTADO. Cuando sobre la materia ha señalado que 
respecto al FUERO SINDICAL que Implica previa autorización judicial 

para el retiro del servicio de empleado de carrera administrativa, dicho 
FUERO SINDICAL DE EMPLEADO PUBLICO corresponde su 

protección por competencia a la jurisdicción ordinaria. Dada la 
postulación de la demanda y la Competencia respecto de su Petitum es 
de concluir que en esta Jurisdicción no podrá proferirse condena que 

satisfaga la pretensión solicitada  
  

Sírvase señor Juez declara probada la excepción propuesta, 
condenando en costas a la parte demandante. 
   

QUINTO. BUENA FE. Solicito señor Juez se sirva concederle a mi 
cliente el beneficio de la buena fe, respecto de la relación contractual 
especial nacida entre el hoy demandante y la demandada por cuanto, 

mi representado llamado en este proceso fue cumplidor y respetuoso 
de 

 
De allí la justeza de esta petición de exoneración de no ser sancionada 
mi patrocinada, por actuaciones de mala fe en contra del actor. 

 
Sírvase señor Juez declarar probada la excepción propuesta, 
condenando en costas a la parte demandante. 

 
SEXTO. VALIDEZ DE LA DESVINCULACION DEL EMPLEADO 

PUBLICO EN EL EMPLEO EN PROVISIONALIDAD EN CARGO DE 
CARRERA: Se confirma con esta excepción que el acto de 
desvinculación del empleado público en empleo de.  
 
Se sirva declarar prescrita toda obligación en que se encuentre 

establecida la prescripción trienal. 
 
 

SEPTIMO. PROHIBICION LEGAL DE LOS EMPLEADOS PUBLICOS 
DE NEGOCIAR PLIEGO DE PETICIONES: Consiste esta excepción en 
aplicación del artículo 416 del Código Sustantivo del Trabajo que 

señala la limitación de las funciones de los empleados públicos de no 
presentar pliego de peticiones ni celebrar convenciones colectivas. 

 
Solicito señor juez se sirva declarar probada la excepción propuesta 
condenando en costas al demandante. 
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OCTAVA: INEXISTENCIA DEL FUERO CIRCUNSTANCIAL: Conforme 
a Sentencia del Consejo de Estado de fecha 10 de febrero de 2011, la 

Sala de lo Contencioso Administrativa Sección segunda, consejero 
Ponente: Alfonso Vargas Pinzón, Radicación No. 15001-23-31-000-
2002-01304-02(546-10) Consideró: “Que el fuero circunstancial no 

aplica a empleados públicos”. 
 
Solicito señor juez se sirva declarar probada la excepción propuesta 

condenando en costas al demandante. 
 

NOVENA. INEPTA DEMANDA. Analizado el libelo demandatorio y 
atendiendo al problema jurídico que al respecto seria la declaratoria de 
reintegro del demandante por despido gozando de fuero 

CIRCUNSTANCIAL. cuando es indiscutible la temeridad del actor que 
sin ser directivo sindical y no obstante debiendo conocer las 
limitaciones que tienen los empleados públicos respecto del alcance del 

fuero circunstancial, de como se acredita la pertenencia o vinculación 
a una organización sindical, basado en que esta declara su existencia 

con la inscripción ante El Ministerio del Trabajo y la Seguridad Social, 
correspondiéndole a dicho Sindicato certificar la calidad de Afiliado o 
adherente y la permanencia de sus asociados con pago de la cuota 

sindical, documentos que no se acompañaron con la demanda. 
 

De otra parte, se propone la excepción de Inepta Demanda, derivada 
del Articulo 100 del C.G.P. Numeral 1º. Falta de Jurisdicción y 
Competencia por cuanto la pretensión de la demanda lo que busca es 

la Protección del Fuero Circunstancial que como Empleado Público en 
Provisionalidad señala el Demandante debe protegerse, mediante el 
reintegro a un cargo igual o superior en la Administración Municipal, 

con el pago de todos los emolumentos a que tenía derecho desde la 
fecha del retiro hasta que se efectué el reintegro; lo cual no corresponde 

a la jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, siendo esto de 
competencia del Juez Laboral por la vía ordinaria.  
 

Solicito señor juez se sirva declarar probada la excepción propuesta 
condenando en costas al demandante. 

 
LA INNOMINADA. Que resulte probada en el desarrollo del proceso. 
 

                            CAPITULO VII 
PETICIONES 

 
Señor Juez con base en lo señalado en este escrito de contestación de 
la demanda, con los documentos adosados como pruebas y demás 

pruebas solicitadas, me permito de la manera más respetuosa y atenta, 
solicitarle se sirva declarar mediante sentencia, no acceder a la nulidad 
de los actos administrativos que se ha puesto a su consideración con 

el cual se pretenden las declaraciones, pretensiones y condenas que se 
piden en la demanda, razones suficientes para solicitarle al señor juez, 

negar las pretensiones de la misma. 
 
En consecuencia, Señor Juez le solicito, se sirva declarar que no existe 

causal de nulidad que dé lugar al reconocimiento y consecuente pago 
de Sueldos, primas; bonificaciones; vacaciones; y demás emolumentos 
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que dice dejados de percibir, inherentes a su cargo, con efectividad a la 
fecha de la insubsistencia, y por lo tanto el Municipio de Alcalá Valle 

del Cauca, no es destinatario de las condenas y declaraciones que se 
solicitan; así mismo y como consecuencia de lo anterior, se condene en 
costas a la parte Actora. 

 

CAPITULO VIII 
PRUEBAS 

Sírvase señor juez, decretar, declarar y practicar las siguientes: 
 

DOCUMENTALES. 
 
Sírvase señor juez agregar en este acápite las pruebas presentadas con 

la demanda y las siguientes que se aportan con la contestación. 
 

1. Hoja de vida (110 folios) 
2. Recurso de reposición de fecha 26 de marzo de 2021 con radicado 

SAC 2021PQR541. (6 folios) 

3. Respuesta recurso de reposición; Resolución 0021 del 26 enero de 
2021 Radicado SAC: 2021PQR240. (1 folio verso y adverso) 

4. Oficio de fecha 26 de marzo de 2021 Recurso de reposición radicado 
SAC: 2021PQR541 (6 folios) 

 

TESTIMONIALES. Solicito señor juez se sirva ordenar recepcionar los 
testimonios a la persona que más adelante relacionaré, mayor de edad, 
vecina, residente y domiciliada en este municipio, la cual presentaré 

ante su Despacho para que una vez identificada le informe al Despacho 
todo aquello que verse sobre los hechos de la demanda. 

 
LUZ MERY PINILLA Asesora Control Interno del Municipio de Alcalá. A 
quien se puede notificar en la sede de la Alcaldía ubicada en el parque 

principal del municipio. 
 

OBJETO SUSCINTO DE LA PRUEBA. 
 
La deponente en razón a su cargo y funciones informará al Despacho 

todo lo que le conste respecto de los hechos de la contestación de la 
demanda, contribuyendo así a dilucidar aquellos temas que requieren 
de un conocimiento claro en cuanto los procesos que se surtieron para 

proceder a la desvinculación del demandante.   
 

INTERROGATORIO DE PARTE.  
 
Solicito señor juez se sirva decretar en hora y fecha que su Despacho 

estime pertinente realizar interrogatorio de parte al actor, para que 
responda al interrogatorio que de manera verbal o escrita le realizaré. 
 

CAPITULO IX 
RESPECTO DE LAS PRETENSIONES 

 
Respecto a las pretensiones nos oponemos a todas y cada una de ellas,  

por cuanto no le asiste razón al actor, el solicitar que se declare la 
Nulidad del Decreto No. 001 del cuatro (4) de enero de 2021 y la 
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Resolución No. 0021 del veintiséis (26) de enero de 2021, de allí que no 
sea pertinente declarar que debía el municipio de Alcalá obtener 

previamente calificación o autorización de entidad competente, al 
funcionario que ostentaba garantía especial de fuero sindical por ser 
miembro afiliado del sindicato de empleados públicos y trabajadores 

oficiales de los  municipios del Valle del Cauca “SINDIMUNICIPIOS,” y 
gozar de fuero circunstancial por el pliego de solicitudes respetuosas 
que se encontraba vigente y en negociación al momento de la 

desvinculación desvinculación.  
 

Lo anterior en cuanto el fuero circunstancial que se reclama no está 
permitido para las negociaciones de empleados públicos, además, por 
cuanto el actor ostentaba un cargo en Provisionalidad y la causal de su 

retiro fue la supresión del cargo por razón de la Reforma Administrativa 
realizada por la Administración Municipal, de otra parte  no es 
pertinente que por vía de la jurisdicción Contenciosa Administrativa se 

asuma la competencia para conocer de una demanda de fuero, que le 
corresponde a la Jurisdicción Laboral ordinaria. 

 
Que como consecuencia de la anterior declaración no se ordenara a la 
entidad territorial municipio de Alcalá Valle del Cauca reintegrar al 

señor NELSON GRANADA GUTIERREZ, identificado con la cedula de 
ciudadanía No. 6.110.349 expedida en Alcalá Valle al cargo Secretario 

Código 440 Grado 02 cargo en provisionalidad. 
 
En cuanto a las condenas solicitadas en contra del Municipio de Alcalá 

Valle del Cauca atendiendo a la declaración solicitada debe abstenerse 
de otorgar el reintegro solicitado, la indemnización pretendida y la 
declaratoria de existencia de solución de continuidad y atendiendo el 

principio de buena fe no ha de haber razón para compulsa de copias. 
  

CAPITULO X 
ANEXOS 

 
Poder legal y debidamente otorgado con Acta de Posesión, Credencial y 
cedula del otorgante, copia del Acta de Conciliación del Comité de 

conciliación del 7 de julio de 2.021, los documentos relacionados en el 
acápite de pruebas y una copia simple de esta respuesta para el 
despacho.  

 

CAPITULO XI 
NOTIFICACIONES 

 
Los apoderados en su orden reciben notificaciones así: 

 
TOBIAS TORRES MEJIA, en la secretaria del Despacho o en la carrera 

16 norte 16B-68 y autorizo al correo electrónico: totonorm@gmail.com 
como abogado principal celular 315 527 6245. 
LIBARDO MORALES VALENCIA, en el Edificio Banco de Occidente 

Calle 11 Ni 5-29 oficina 304, correo electrónico limoval14@gmail.com / 
limoval14@hotmail.com abogado suplente celular 317 515 1202. 

El demandante y su apoderado en las direcciones aportadas con la 
demanda. 

mailto:totonorm@gmail.com
mailto:limoval14@hotmail.com
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Atentamente, 
 

 
 
TOBIAS TORRES MEJIA, 

C.C. No. 16.212.331 de Cartago Valle 
T.P. No. 72833 del C.S. de la Judicatura 
 

 
 

LIBARDO MORALES VALENCIA 
C.C. No. 16.203.211 Cartago Valle 
T.P. No. 102.067del C.S. de la Judicatura 



 
 

                     REPUBLICA DE COLOMBIA 

                DEPARTAMENTO DEL VALLE DEL CAUCA 

MUNICIPIO DE ALCALA 

          Nit: 891901079-0 

 
Parque Principal - Carrera 8ª.  No 5-35 

CODIGO POSTAL: 762040-TELÉFONO (2) 200 4171 - TELEFAX (2) 2004169 

E-mail: presupuesto@alcala-valle.gov.co 
 

Alcalá Valle, noviembre 4 de 2.021 

 
Señores 
JUZGADO TERCERO ADMINISTRATIVO 
ORAL DEL CIRCUTO DE CARTAGO VALLE 
EMAIL: j03admcartago@cendoj.ramajudicial.gov.co 
E.S.D. 
 
ASUNTO:   PODER 
MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

LABORAL 
DEMANDANTE:  NELSON GRANADA GUTIERREZ 
DEMANDADO:  MUNICIPIO DE ALCALA VALLE DEL CAUCA 
RADICADO:   76-147-33-33-003-2021-00186-00 
 
GLORIA ESTELLA RAIGOZA LONDOÑO, mayor, vecina, residente y domiciliada en el 

Municipio de Alcalá, identificada con la cédula de ciudadanía No. 29.137.494 expedida en 

Alcalá (Valle), obrando en representación del Municipio de Alcalá, en mi calidad de alcaldesa 

Municipal, elegida popularmente para el periodo 2020 – 2023 y debidamente posesionada, tal 

como consta en el acta de posesión No. 001 de fecha 29 de diciembre de 2.019 protocolizada 

en la Notaría ¨Única del Círculo de Alcalá Valle manifiesto expresamente que otorgo poder 

especial, amplio y suficiente a los Doctores LIBARDO MORALES VALENCIA, mayor, vecino, 

residente y domiciliado en la ciudad de Cartago Valle del Cauca, identificado con la cédula de 

ciudadanía No. 16.203.211 expedida en Cartago Valle, abogado en ejercicio con Tarjeta 

Profesional  No. 102.067 del Consejo Superior de la Judicatura y TOBIAS TORRES MEJIA, 

mayor, vecino, residente y domiciliado en la ciudad de Cartago Valle del Cauca, identificado 

con la cédula de ciudadanía No. 16.212.331 expedida en Cartago Valle, abogado en ejercicio 

con Tarjeta Profesional No.72.833 del Consejo Superior de la Judicatura para que en nombre 

y representación del Municipio de Alcalá Valle del Cauca, actúen de manera individual o 

conjunta en el proceso de la referencia, de conformidad con lo establecido por los artículos 73 

y Ss. del C.G.P. y la Ley 1437 de 2.011 Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo. 

Los Apoderados quedan facultados para contestar la Demanda, formular excepciones, 

sustituir, renunciar, reasumir, conciliar, transigir, desistir, así como en general para realizar 

todas aquellas actuaciones inherentes al mandato y necesarias para el buen cumplimiento de 

su gestión en defensa de los intereses y derechos del Municipio de Alcalá.  

Solicito, se sirva reconocerles personería para actuar. 

Atentamente, 

 

 

GLORIA ESTELLA RAIGOZA LONDOÑO 

Alcaldesa Municipal de Alcalá – Valle del Cauca 

 

Aceptamos el poder: 

 

______________________________ 

LIBARDO MORALES VALENCIA 

C.C. No. 16.203.211 Cartago (V) 

T.P. No. 102.067 del C.S. de la Judicatura 

 

 

_________________________________ 

TOBIAS TORRES MEJIA 

C.C. No. 16.212.331 de Cartago (V) 

T.P. No. 72.833 del C.S. de la Judicatura 

mailto:j03admcartago@cendoj.ramajudicial.gov.co


























































































































































































































































 

 

 





 


